F.U.

En la ciudad de Dolores, a los 24 días del mes de julio del año dos mil ocho, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de este Departamento Judicial, en Acuerdo Ordinario, con el objeto de dictar sentencia en la causa nº 86.774, caratulada: "RAMELLINI MARIEL ELIZABET c/ MUSUMANO HECTOR ABEL s/ DAÑOS Y PERJUICIOS", habiendo resultado del pertinente sorteo (arts. 263, CPCC; 168 Const. Prov.), que los Señores Jueces debían votar según el siguiente orden: Doctores Francisco Agustín Hankovits y María R. Dabadie.

      El Tribunal resolvió plantear y votar la  siguien-

te:

--------------------C U E S T I O N---------------------

      ¿Es justa la sentencia apelada?

--------------------V O T A C I O N---------------------

------A LA CUESTION PLANTEADA EL DR. HANKOVITS DIJO:----
      I. Contra la sentencia definitiva de fs.1080/1092,  la letrada apoderada de la parte actora –fs.1093- y el demandado –fs.1099- interpusieron recurso de apelación.

      Mediante la  presentación  de  fs.  1109/1114,  el 

                                                  //////

///// demandado expresó los agravios que la resolución le provoca.

      Por su parte la actora expresó agravios a fs. 1127/1142. 

      Finalmente, los traslados conferidos en los térmi nos del art. 260 in fine del CPCC, fueron evacuados con las presentaciones de fs. 1117/1125 y 1145/1148 vta..

      II. Que, mediante el pronunciamiento antes mencio nado, en lo que interesa a los recursos interpuestos, la a-quo hizo lugar parcialmente a la demanda y condenó en consecuencia al demandado a abonar a la actora la suma de $12.000 en concepto de daño moral y la de $1.788,13 por los gastos irrogados en el tratamiento psicológico; e impuso las costas del proceso al accionado –fs. 1091 vta./1092-. 

      Para resolver de este modo tuvo por acreditados los hechos antijurídicos denunciados, consistentes en otorgarle compulsivamente licencias fundadas en el art. 66 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ, ley 5827), las cuales –en su criterio- sólo se conceden a pedido del agente-; solicitar junta médica especializada 

en la rama de psiquiatría, lo que implicó diagnosticar anticipadamente por parte del demandado; enviar notas al Peaje de Samborombón para retirarle a la actora un pase que no existía; solicitar a la Seccional Tribunales de la policía local, verbalmente y mediante oficio, que impidiera la entrada de la accionante al juzgado; pretender apartar –recusación mediante- al instructor designado por la Suprema Corte en el Exp. Adm. 3001-1632/97, temiendo que por haber sido compañero de la actora en un Master no fuera imparcial, demostrando con esa actitud un interés subjetivo en relación a la investigación; y realizar declaraciones públicas en periódicos contra la reclamante –fs. 1088 y 1088 vta./1089-.

      En virtud de los hechos probados, consideró que se configuró un factor subjetivo de atribución, consistente en la intención de dañar. Debió el demandado -agregó- por su función prever que la forma en que decidió solucionar el conflicto que enfrentaba en su Juzgado iba a traer consecuencias inmediatas en la persona de la actora.

                                                  //////

///// Estimó que con su actitud abrió la puerta al descrédito, la desconfianza, la maledicencia; conocedor del medio en que desarrollaba su labor tanto él como la accionante y sabedor que en ese ámbito laboral, una descalificación de tal magnitud, es una mácula muy difícil de limpiar.

      De esta forma, juzgó que ha existido un daño en la persona de la reclamante, y que partiendo de la pericia realizada por la Junta Médica del Poder Judicial y de la Historia Clínica obrante en autos, consideró que debía hacerse lugar a la demanda en concepto de daño moral e indemnizar los gastos especificados en relación al tratamiento psicofísico por estrés post-traumático llevado a cabo por la actora, en tanto resultaban una consecuencia inmediata del accionar del demandado.

      En cuanto a los gastos ocasionados con respecto a la ortodoncia realizada, estimó que al no hallarse probada la causalidad y siendo quizá (sic) una consecuencia mediata, no correspondía hacer lugar al reclamo.

      III. Las quejas de los recurrentes.

                                                  //////

///// 1. Que, en primer lugar, el demandado cuestiona la interpretación dada por la a-quo al art. 66 de la LOPJ. Estima erróneo considerar que éstas sólo pueden ser otorgadas a pedido del agente. Por el contrario, entiende que la ley confiere a los magistrados la facul tad de conceder licencias a los subordinados, siempre que no se sobrepasen determinados límites temporales, fijados en el caso, en cinco días –fs. 1110-. 

      Agrega que, en uso de las facultares conferidas se otorgó una licencia a la actora, consintiendo ésta su concesión sin cuestionarla; las que pueden ser otorgadas por el titular del órgano o a pedido de parte –fs.cit.-.

      Aclara que, los problemas en el Juzgado a su cargo, eran frecuentes y la decisión de otorgar licencia fue a raíz de tales inconvenientes, conforme lo acredi tan las declaraciones efectuadas por el personal de entonces en el Exp. Adm. 3001-1177/98 –fs.1110 vta.-.

      Del análisis de los  testimonios  allí  recogidos -concluye-, se advierte la necesidad en que se encontró de otorgar licencias, no con animosidad o intensión de dañar, sino con el afán de  encausar  el  funcionamiento 

                                                  //////

///// del Juzgado –fs. 1111 vta.-.

      En segundo lugar, destaca que el hecho de intentar recusar a un integrante del Cuerpo de Instructores de la Oficina de Control Judicial no puede ser entendido como un acto antijurídico demostrativo de la intención de dañar –fs. 1112 vta.-.

      Señala que la cuestión deviene abstracta a poco que se analicen las constancias relativas a dichas recusación, desde que incluso el propio instructor, como el recusante, entendieron que la relación habida con la actora, sea por el motivo que fuere, constituía una salvaguarda ética que impedía la prosecución del funcio nario a cargo de la investigación. Lo que bien interpretado, demuestra que estaba en el ánimo del mismo acoger favorablemente la salvedad hecha, lo que demues tra la inexistencia de intención de dañar –fs. 1113 vta.-.

      Por último, cuestiona el hecho de que por sus fun- ciones se considere que debía prever el resultado daño so. Estima que, ante la inexistencia de ánimo de dañar, las actitudes legítimas adoptadas en el cumplimiento  de 

                                                  //////

///// la función no son causa eficaz para provocar los perjuicios que dice la accionante haber padecido –fs. 1113-.

      En estos términos procura la revocación de la sentencia y el rechazo de la demanda, con expresa imposición de costas a la contraria –fs. 1113 vta.-.

      2. De su lado, la actora, se agravia: (i) de lo que estima un recepción parcial del daño moral, procurando incrementar sensiblemente la indemnización otorgada; (ii) de la omisión de recepción del daño psíquico como perjuicio indemnizable el que en su criterio se encuentra debidamente probado; (iii) de la falta de determinación del monto a título de pérdida de chance, el cual estima, surge reconocido en el texto de la sentencia, pero no su mensura; y (iv) de la recepción parcial de los gastos médicos en que habría incurrido, con particular referencia a los gastos de ortodoncia, el cual resulta indemnizable a consecuencia del actuar doloso del demandado. Finalmente, (v) cuestiona el alcance de la responsabilidad del demandado, limitado sólo a las consecuencias inmediatas del  obrar  culposo, 

 cuando del propio texto de la sentencia surge que se estimó que el demandado se condujo dolosamente, lo que lo obliga a indemnizar aún las consecuencias remotas de su accionar.

      IV. Que en primer lugar corresponde atender la denuncia de la actora de insuficiencia del recurso del demandado (v. fs. 1117; SCBA, Ac. C. 85.339, "Menéndez”, sent. 19-9-07); toda vez que, de prosperar, cierra la suerte del embate recursivo (SCBA, Ac. C. 92.588, "López”, sent. 31-10-07).

      Estimo que le asiste razón a la misma, mas no por el fundamento que menciona en su contestación de fs. 1117 y siguientes –mera discrepancia subjetiva con el fallo-, si no que, en realidad, la queja es insuficiente por cuanto no cuestiona partes del pronunciamiento que por si sólas lo sostienen.

      En efecto, la sentenciante estructuró su fallo, partiendo de los actos que la parte accionante le achacaba al demandado como antijurídicos. Luego de tener esos hechos por acreditados, pasó a calificarlos jurídicamente, y en dicho marco estimó como antijurídica 

la conducta del accionado. Sólo dos de esos hechos estimados como injustos son cuestionados por el recu- rrente, el injustificado otorgamiento de licencias enmarcadas en el art. 66 de la LOPJ y la recusación/ excusación del funcionario que ab initio instruyó el sumario 3001-1177/98. 

      Sin embargo, guarda silencio respecto de las otras conductas que fueron estimadas por la a-quo en su decisión como dañosas. Esto es: solicitar junta médica psiquiátrica diagnosticando el demandado el presunto padecimiento de la actora, enviar notas al peaje para retirarle un pase que no existía; solicitar a la Seccional Tribunales de la Policía Provincial que le impidiera la entrada al juzgado, y realizar declara- ciones públicas en periódicos contra la legitimada activa.

      Estos extremos, más allá de su acierto o error, no han sido cuestionados por el recurrente y vienen firmes a esta Alzada, lo que impide –como se adelantó- la eventual revocación de la sentencia, dada su autonomía respecto de aquellos para fundar la condena  impuesta  a  

                                                  //////

///// fs. 1091 vta./1092 (art. 266 del CPCC).

      Es que, aún cuando le asistiese razón en orden a sus quejas, de todos modos, los restantes hechos denunciados y probados, y que han sido calificados por la iudex a quo como antijurídicos, resultan suficientes para sostener, por ellos mismos, la imputación de conducta dañosa efectuada contra el demandado.

      Vale recordar que en la faena impugnativa el recurrente debe criticar todas las partes del fallo que le sirven de sustento, y si en dicha tarea deja incólumes, incuestionadas, otras partes que por sí tienen entidad para sostenerlo, como ocurre en la especie, la decisión debe mantenerse (doc. del art. 260 del CPCC; SCBA, Ac. 58.556, sent. del 17-II-1998, Ac 76.612 sent. del 4-X-2000, Ac 87.454 sent. del 20-IV-2005, Ac 90.012 sent. del 29-VIII-2007, e. o.).

      La fundamentación de un recurso ordinario de apela ción -más allá de su grado de extensión- puede ser suficiente al satisfacer plenamente las exigencias de la ley ritual (art. 260 del CPCC), o bien inidóneo, deficiente o insuficiente.  Respecto  de  estas  últimas 

                                                  //////

///// situaciones, la primera de ellas se evidenciará cuando en su contenido no se advierta el planteamiento de agravio alguno, tratándose de una expresión genérica de disconformidad sin exponer y demostrar un concreto o concretos embates a las consideraciones que han servido de fundamento a la decisión. El segundo es dable tipificar en aquellas situaciones en que señalados claramente los motivos de queja, los mismos carecen del aval demostrativo necesario para poner de resalto el equívoco del juez y por último habiéndose vertido concretas quejas aún cuando éstas se cuenten en principio con los elementos acreditantes, el apelante no ataca todos los fundamentos dados por el Juez para resolver en el sentido en que lo ha hecho, con lo que el recurrente -sin perjuicio de la mayor o menor veracidad de sus protestas- deja subsistentes otros fundamentos que al devenir firmes, impiden al Tribunal llegar a la revisión integra de la sentencia por su expreso o implícito consentimiento, que hacen en esencia a la razón de ser del modo de decidir (conf. Cám. Civ. 1ª de La Plata, Sala II, expte. 234.888, sent. del 22-2-2000).

                                                  //////

///// No obstante ello, que sella la suerte adversa del recurso, cabe señalar que si bien es legítima facultad del titular del órgano jurisdiccional requerir junta médica –capacidad laborativa- (conf. art. 66 inc. 1º de la LOPJ, en conjunción con el art. 12 inc. 2º del Ac. 1864 y Resolución 2943/03, ambos de la Suprema Corte), luego, conforme lo por ella  dictaminado  corresponderá -eventualmente- otorgar licencia al agente o funcionario en cuestión. Esto, itero, constituye un legítimo proceder. Mas no lo es en cambio alterar los términos antedichos y menos aún soslayar lo informado por la Junta Médica Especializada (v. fs. 13 y 14).

      Debemos recordar aquí, que este Tribunal está juz- gando el caso concreto traído a proceso y sus circunstan cias especiales, y en ese andarivel fáctico y jurídico particular debe la sentencia confirmarse en relación a los agravios planteados por el demandado (art. 260 cit.).

      V.- Que dirimida tal cuestión, corresponde evaluar las quejas de la parte accionante.

      1. El daño moral.

                                                  //////

///// Se disconforma la actora al considerar insufi- ciente la indemnización acordada bajo este acápite y procura la elevación del quantum resarcitorio.

      Como en reiteradas oportunidades se ha expresado, la indemnización del daño moral, tiende a reparar la privación o disminución de aquellos bienes que tienen un valor precipuo en la vida del hombre, y que son la paz, la tranquilidad de espíritu, la libertad individual, la integridad física, el honor y los más sagrados afectos; no supone la existencia de un propósito determinado o malicia en el autor del hecho ilícito, resultando indiferente que provenga de dolo o culpa (esta Cám. exp. 85.139, sent. del 27-XI-2007).

      Se trata así de un daño de naturaleza resarci- toria, toda vez que es la relación de causalidad, no la culpabilidad, lo que determina la extensión del resarci- miento (arts. 522 y 1078 del Cód. Civ.).

      Asimismo, no tienen que guardar relación estricta con los daños materiales toda vez que un hecho puede producir perjuicios materiales cuantiosos y no vulnerar o lesionar las  afecciones  legítimas  y  viceversa,  no 

                                                  //////

///// requiriéndose prueba directa de la existencia y extensión del mismo, ya que se tiene por acreditado por la sóla comisión del acto antijurídico. Es una prueba "in re ipsa" dado que surge inmediatamente de los hechos mismos y en este sentido los jueces gozan de un amplio arbitrio para su determinación, tomando en cuenta los padecimientos sufridos y las condiciones particulares del damnificado.

      En la especie ha existido una correcta valoración de los hechos y una adecuada y razonada apreciación de la prueba por parte de la jueza a-quo. Por ello, tenien do en cuenta la entidad de las aflicciones padecidas por la actora en virtud de los hechos probados, sus condi- ciones personales, el ámbito profesional donde desarro- llaba sus actividades, y lo señalado en las declara- ciones brindadas a fs. 805, 807, 809, 811, 813 por los testigos propuestos que dan cuenta del trance vivido, es que considero que debe confirmarse la sentencia en este aspecto.

      2. El daño psíquico. 

      Las quejas de la legitimada activa se  circunscri-

                                                  //////

///// circunscriben a lo que estima una falta de cuanti ficación de este perjuicio, que a su juicio, el propio pronunciamiento tiene por acreditado pero no mensura.

      En primer lugar corresponde verificar si este daño resultó efectivamente reclamado por la damnificada, para luego evaluar su procedencia.

      Apreciando los términos en que ha sido formulada la demanda –fs. 245/261 vta.- considero que no se ha utilizado una fórmula clara por parte de la accionante que avente toda duda sobre el reclamo, lo que me persua de de que el rubro en análisis no ha sido efectivamente peticionado (art. 330 incs. 3º y 6º del CPCC). 

      El art. 330 del CPCC exige que la demanda debe contener la cosa mandada, designándola con toda exacti tud; los hechos en que se funde explicados claramente; la petición en términos claros y positivos. Si bien, en la tarea interpretativa ha de observarse un razonable e integral criterio a fin de verificar el cumplimiento de la carga procesal, acorde con el principio de flexibili dad de las normas, en miras al mejor rendimiento de la función jurisdiccional, el  petitorio  debe  ser  claro, 

                                                  //////

///// ello no implica la utilización de fórmulas sacra- mentales pudiendo razonablemente surgir de la descrip- ción fáctica de la demanda. Sin embargo, dicha circuns tancia no acontece en la especie donde los términos excesivamente genéricos utilizados por la actora impiden verificar el cumplimiento de la carga procesal (conf. art. cit.).

      Sin perjuicio de ello, cabe referir para mayor satisfacción del apelante, que la sentencia inició el tratamiento de los perjuicios contextualizando el daño moral. Analizó seguidamente las conclusiones de la Junta Médica Especializada del Poder Judicial obrante a fs. 27/29 –si bien se trata de una copia, a fs. 622/624 obra el informe remitido por Dirección General de Sanidad, v. fs. 611- y la historia clínica de fs. 51/58. Determinó en consecuencia la existencia del daño moral denunciado y, como ya hemos visto, indemnizó el perjuicio bajo ese rótulo.

      La reclamante, apoyada en las manifestaciones de la sentenciante respecto de la mencionada historia clíni ca que da cuenta de los presuntos padecimientos  psíqui-

                                                  //////

///// cos que habría sufrido, considera que éste se encuentra debidamente probado y por ello debió ser específicamente indemnizado por la judicante.

      En realidad vale aclarar, ab initio, que la indicada historia clínica importa en rigor una síntesis del tratamiento proporcionado a la actora por la Dra. Ferrazzano y que fuera acompañado como prueba documental en la demanda.

      En dichas condiciones considero que resulta insufi ciente la indicada síntesis para tener por acreditado el perjuicio reclamado, en tanto se hace necesario contar con el dictamen probatorio de un facultativo imparcial (arts. 375, 384 del CPCC) que indique la conexión causal con el hecho dañoso y a su vez especifique el grado de incapacidad eventualmente corroborado (arts. 457, 458, 472 y 474 del CPCC).

      En efecto, el detrimento por daño psíquico refiere a aquellas alteraciones patológicas de la personalidad de la víctima, sea que se asienten en algunas o varias de sus áreas, afectivas, intelectuales, volitivas, cau- sando daño material (a las facultades de  las  personas, 

                                                  //////

///// doct. art. 1068 del Cód. Civil), cuya configuración y clasificación, determinación de alcances y vinculación causal o concausal con el hecho lesivo, exige, en cada caso, la intervención de expertos con conocimientos especiales sobre dichos aspectos de la sa- lud humana, toda vez que son ajenos a los conocimientos científicos y empíricos del juez (arts. 457, 472 y 474 del CPCC).

      El grado de certeza que se necesita para acceder a su indemnización, se hace necesario contar con el dictamen objetivo e imparcial de expertos en la materia, que ilustran al juez sobre este tan particular tipo de padecimiento (art. 457 del CPCC).

      Debo destacar que la diferenciación entre los daños psíquicos y morales se vislumbra desde su origen (en un caso de tipo patológico y en el otro no), hasta la entidad del mal sufrido (material uno, inmaterial el otro), con la consecuente proyección de efectos dentro del ámbito jurídico procesal en materia probatoria (el daño psíquico requiere de pruebas extrínsecas en tanto el daño moral se prueba en principio in re ipsa)  (conf. 

                                                  //////

///// SCBA, causas Ac. 69.476, sent. del 9-V-2001; Ac. 79.922, sent. del 29-X-2003). De tal manera y en virtud de la certeza que debe primar en este caso, y siendo que no fue ofrecida prueba pericial que ilustre adecuada- mente sobre tal certidumbre -en particular sobre la relación causal que existiría entre los hechos investiga dos y los padecimientos denunciados-, estimo que no corresponde hacer lugar al requerimiento de la parte actora (art. 242, 260, 266, 375, 384 y 457 del CPCC, 901, 902, 903, 904, 1066, 1067 y 1068 del Cód. Civil).

      3. La pérdida de chance.

      En términos similares a los utilizados al efectuar el reclamo analizado en el punto anterior, la recurrente estima que la juez a-quo habría tenido como probada y acreditada la pérdida de chance, pero omite la determinación del monto indemnizatorio del rubro. Aduna consideraciones a lo que debe entenderse por este tipo de daño material indemnizable y como la conducta del demandado habría afectado sus posibilidades de ascenso en su profesión, lo que sin duda se habría traducido en una mayor retribución económica y con  el  tiempo  mejor 

                                                  //////

///// haber jubilatorio.

      No le asiste razón en su postura.

      Cabe señalar que –como acontece con el daño psíqui co-, el resarcimiento por este tipo de padecimiento no ha sido expresamente peticionado en el escrito de inicio, ni en las posteriores ampliaciones del mismo, conforme lo requiere el citado art. 330 inc. 3º, y la teoría de la substanciación que subyace en dicho dispositivo legal dada la clase de proceso de conoci- miento incoado (v. fs. 255 vta., 257, 409/413 vta., 447/449 vta.); y que por aplicación del principio de congruencia y de la garantía de la defensa en juicio, impiden que el reclamo de marras pueda ser atendido (art. 272 del CPCC). 

      Y aún pese a ello, la detenida lectura de la sen tencia arroja que sólo se hace una mención que hallaría vinculación la cuestión planteada. Dice la a-quo, al momento de cuantificar el daño moral, que “…realizando una apreciación subjetiva de avaluación teniendo el (sic) cuenta los dolores y padecimientos sufridos por la actora y la frustración en sus legítimas aspiraciones de 

                                                  //////

///// ascenso, considero que el interés de afectación debe ser resarcido en la cantidad de…” –v. fs.1091 vta.-

      La transcripta es la única mención existente, y como puede advertirse no resulta suficiente para entender que la sentenciante efectuó un examen del perjuicio presuntamente reclamado. A todas luces aparece justificando la procedencia del quantum del daño moral y no como lo pretende la recurrente, juzgando sobre la existencia de pérdida de chance como rubro independien- te.

      En las condiciones apuntadas, no habiendo sido establecido en el pronunciamiento la procedencia del perjuicio reclamado, que amerite en esta instancia sólo cuantificar su extensión, el agravio debe ser desesti mado (arts. 242, 260 y 266 del CPCC).

      4. Gastos médicos. Ortodoncia.

      En un doble orden cuestiona la recurrente lo que considera una recepción parcial de los gastos médicos en que habría incurrido la actora.

      Por un lado, destaca que como consecuencia del accionar antijurídico del demandado se  incurrió  en  la 

                                                  //////

///// necesidad de atención médica y farmacéutica así como odontológica y tratamiento de ortodoncia. Estima que, aún cuando no hubiera prueba específica sobre los montos respectivos, por las circunstancias particulares del caso, si su existencia resulta cierta como conse cuencia lógica de las secuelas producidas por el evento dañoso, son de todos modos indemnizables.

      Por el otro, con particular referencia a la or- todoncia, señala que la a-quo claramente reconoce su existencia, necesidad, y vinculación con el accionar doloso del demandado, pero al estimarla consecuencia remota decide rechazarlo como perjuicio que merezca reparación. Sostiene que en dichas condiciones, al amparo de lo dispuesto en los arts. 903, 904 y 906 del Cód. Civil el reconocido actuar doloso del demandado alcanza la obligación de resarcir incluso las consecuencias remotas de su obrar.

      A) Principio por señalar que no puede accederse al reclamo formulado por cuanto no ha sido probada su relación causal con los hechos que se le endilgan al demandado.

                                                  //////

///// Véase que se menciona genéricamente que se han debido realizar erogaciones por atención médica y farma cológica, mas en ningún momento se demuestra, a través de una línea argumental autosuficiente, que esos gastos tuvieron como fin paliar padecimientos físicos sufridos por la accionante a consecuencia de los hechos dañosos. Si bien es verdad que en ciertos casos se exime al reclamante de acreditar fehacientemente esos gastos y especificamente su cuantía (art. 165 del CPCC), es a condición de que se demuestre la vinculación causal de los padecimientos que tienden a mitigar con el hecho imputable al autor. Sin ese extremo no pueden reconocerse tales erogaciones (arts. 375, 384 del CPCC, 1066, 1067, 1068 y 1086 del Cód. Civ.).

      En lo que concierne a los gastos de ortodoncia, que en la sentencia han sido estimados como consecuen cias remotas del actuar del demandado, y que la parte actora entiende de todos modos imputables al legitimado pasivo y por ello indemnizables, he de adelantar que tampoco le asiste razón a la recurrente.

      Nuestro Código Civil ha institucionalizado  legal-

///// mente el sistema jurídico de la relación de causalidad adecuada que se encuentra previsto en el art. 901 del Código Civil, que son aquellas consecuencias de un hecho que acostumbra a suceder, según el curso ordinario y natural de las cosas; y que según el art. 906 en ningún caso son imputables las consecuencias remotas, que no tienen con el hecho ilícito nexo adecuado de causalidad.

      De tal manera, aún cuando el demandado obre dolosa mente, ello no resulta significativo al momento de evaluar la reparación de las consecuencias remotas. Estas no son imputables al autor del o los actos ilícitos, si no se demuestra precisamente el nexo causal adecuado. 

      Por lo demás, el dolo agrava la responsabilidad del acto ilícito, extendiendo el daño resarcible, pero sólo hasta las consecuencias causales previstas al ejecutarse el mismo y que hayan sido tenidas en mira (art. 905 del cód. cit.; Bustamante Alsina; “Teoría general de la responsabilidad civil”, nro. 879); más nunca a las consecuencias remotas del actuar del  agente 

                                                  //////

///// (Zavala de González, “Resarcimiento de daños”. t. 4, pags. 159 y 263).

      Siendo que el decisorio puesto en crisis ha sido estimado como una circunstancia remota, viniendo firme a esta instancia revisora tal estimación, y no habiendo invocado y menos aún probado la apelante una adecuada relación causal entre la ortodoncia practicada y el obrar del demandado, corresponde desestimar el reclamo propuesto (arts. 375, 384 del CPCC, 901 a 906, 1066, 1067, 1068 y 1086 del Cód. Civ.).

      B) Que en lo concerniente al alcance de la responsabilidad del demandado, que en opinión del recurrente sólo se lo limita a las consecuencias inmediatas del obrar culposo pese a que en la sentencia surge su calificación como doloso, lo que implicaría imputarle aún las consecuencias remotas, he de señalar, apoyado en lo explicitado en el punto precedente, que en mi criterio la jueza de la instancia no indemniza los perjuicios reclamados y demostrados como si se tratase de una conducta culpable. 

      En verdad, califica los  daños  padecidos  por  la 

                                                  //////

///// reclamante. Y, en consecuencia, sólo indemniza aquellos que resultan imputables al autor del hecho, excluyendo los que estima como remotos, en virtud de lo dispuesto por el art. 906 del Código Civil.

      En dichos términos el agravio expuesto debe ser desestimado (arts. 242, 260 y 266 del CPCC).

      VI.- Por último, las costas deben ser soportadas por el demandado quien resulta vencido en lo principal que se decide (art. 68, CPCC). Lo que acontece aún cuando la demanda no hubiese progresado en su integridad (SCBA, Ac. 56.599, sent. del 23-II-1999).

      VII.- Con fundamento en lo expuesto, si mi opinión es compartida, corresponde confirmar la sentencia apelada en lo que ha sido materia de agravios (art. 272 del CPCC), debiendo el demandado soportar las costas causadas en esta instancia (art. 68 del CPCC). 

      Voto pues por la AFIRMATIVA.

------A LA MISMA CUESTION LA DRA. DABADIE DIJO:---------

      Adhiero en forma íntegra al voto de mi estimado colega preopinante en cuanto a los fundamentos de derecho y jurisprudenciales vertidos, no  obstante  creo 

                                                  //////

///// pertinente hacer algunas consideraciones atento las constancias de la causa, sentencia en revisión y sus pecularidades, pues se está juzgando la responsabilidad civil de un magistrado en funciones por la conducta asumida ante un funcionario perteneciente a la oficina judicial de que era titular.

      Del modo como se dedujo la pretensión y lo perse- guido –reparación del daño- he de decir que se vislumbra la búsqueda no sólo de una reparación pecuniaria, sino una de índole ético-moral que trasciende la condena económica contenida en la sentencia de mérito.

      Deviene ineludible tener presente que es misión del juez no sólo resolver el conflicto sin pacificar la sociedad, de la que es expresión primera las relaciones interpersonales en el ámbito en que estas se desarro llen; de allí la solución que propicia este Tribunal en cuanto a su estrictez en el juzgamiento de la temporali- dad, en que se desarrollaron las acciones por parte del demandado en el uso de prerrogativas propias de los magistrados –solicitar capacidad laborativa de personal de la oficina judicial a su cargo- y  en  el  exceso  de 

                                                  //////

///// aquellas.

      Es por ello que estimo pertinente lo decidido en la causa en miras a satisfacer la lesión al espíritu que hubo de sufrir la accionante más no desde el ángulo material de la indemnización dineraria que en casos como estos debe ser meramente en su cuantía, máxime cuando al deducir su pretensión la Dra. Ramellini no hubo de cuantificarla librándola al razonable y prudente arbitrio judicial; sino que debe establecerse en el ámbito de la ética que señala la conducta a seguir por todos los seres humanos mas con un tinte diferenciador en cuanto se trate de magistrados en el ejercicio de sus funciones.

      Por último, no puedo dejar de advertir que la conducta de demandado probada en la causa, hubo de infringir principios de índole ética que han sido recogidos por el “Código Iberoamericano de Etica Judicial” en cuanto refiere en particular a los deberes de cortesía de los magistrados (Capítulo VII) que se deben entre otros a los miembros de la oficina judicial y de integridad (Capítulo VIII) ya que el juez debe  ser 

                                                  //////

///// consciente de que el ejercicio de la función jurisdiccional supone exigencias que no rigen para el resto de los ciudadanos.

      ASI LO VOTO.
------CON LO QUE TERMINO EL PRESENTE ACUERDO FIRMANDO LOS SEÑORES JUECES DE ESTA EXCMA. CAMARA DE APELACION.—

Dolores, 24 de julio de 2008.

      Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, los que se tienen aquí por reproducidos, se RESUELVE: confirmar la sentencia apelada, debiendo el demandado soportar las costas causadas en esta instancia. Se difiere la regulación de honorarios profesionales para la oportunidad en que se  establezcan 

                                                  //////

///// los de la instancia de origen (arts. 242, 274, 68 del CPCC, 31 y 51 de la ley 8904).

      Notifíquese y devuélvase.


 

